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1. ¿Una nueva tendencia de la política 
criminal en México? 

Moisés Moreno Hernández* 
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ante la transformación del delito (en el plano nacional e internacio-
nal): 2.1 La transformación del delito en la era de la globalización. 
2.2 La internacionalización de la política criminal y del derecho pe-
nal. 2.3 Evaluación de la funcionalidad de la política criminal. III. 
La tendencia político-criminal del nuevo gobierno de la República: 
3.1 Justificación de la necesidad de cambio. 3.2 Falta de claridad de 
la nueva propuesta político-criminal. 3.3 Falta de consistencia de la 
orientación político-criminal. IV. A manera de conclusión. 

I. Introducción 

La política criminal, entendida como la política del Estado frente al 
problema de la delincuencia, que tiene la función de prevenirla o de 
reprimirla o de alcanzar ambos objetivos para garantizar la protección 
de los más importantes bienes jurídicos, individuales y colectivos con-
tra los ataques más intolerables provenientes de los comportamientos 
humanos, ha sido siempre objeto de serios cuestionamientos, tanto 
por sus escasos rendimientos, con relación a sus principales objetivos, 
como por la orientación filosófico-política que sigue, sobre todo, por 
lo que hace al ámbito nacional. 
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En efecto, dado que el problema de la inseguridad pública provo-
cado por el fenómeno delictivo no solo no ha podido contenerse, sino 
que se ha agravado de manera alarmante (como lo muestran los altos 
índices de criminalidad, sobre todo de la más violenta, como homici-
dios, secuestros, desaparición forzada de personas, feminicidios, entre 
otros, y la delincuencia organizada en sus diversas manifestaciones), 
las actuales estrategias gubernamentales en materia de seguridad pú-
blica y justicia penal son puestas en entredicho por su casi total inefi-
cacia. Por ello, se ha planteado la necesidad de su revisión a fondo y 
de manera integral, así como la necesidad de buscar mejores alternati-
vas político-criminales, si es que realmente existe la voluntad política 
de resolver dicho problema. 

Desde hace ya más cinco lustros he venido sosteniendo la nece-
sidad de diseñar y poner en marcha en México una política criminal 
que responda a las transformaciones que el propio fenómeno delicti-
vo va experimentando tanto a nivel nacional como internacional, así 
como a los cambios que, en el plano internacional, van teniendo los 
mecanismos de reacción contra la delincuencia organizada, sobre todo 
en tiempos del proceso de globalización en distintos ámbitos de la 
vida: social, política, económica y cultural, entre otros. Asimismo, he 
sostenido la necesidad de tomar en cuenta los cambios que la política 
criminal y el derecho penal van observando en el contexto interna-
cional, derivados de los procesos de internacionalización del delito 
que han puesto de manifiesto no solo la falta de funcionalidad de los 
tradicionales mecanismos de control, sino que han puesto en tela de 
juicio a los propios criterios y principios en que ellos se han sustenta-
do. Y eso tiene que ser así porque México no puede mantenerse ajeno 
a esos cambios y a esas nuevas exigencias y tendencias de la política 
criminal y del derecho penal. 

Pero también deben tomarse en cuenta los avances que la ciencia 
y la tecnología van experimentando, los cuales van generando nue-
vos problemas y nuevas exigencias para atenderlos. Así, por ejemplo, 
los avances en el ámbito de la cibernética que, aparte de sus grandes 
beneficios, han generado nuevos problemas por el mal uso de los sis-
temas informáticos han traído, como consecuencia, la necesidad de 
regular los llamados delitos cibernéticos o delitos informáticos. Igual-
mente, los avances en materia nuclear, donde se prevén los efectos 
del mal uso de los inventos nucleares, cuyas consecuencias son de 
enormes alcances, hacen necesaria la intervención penal. Y lo mismo 
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sucede con los inventos químicos y bacteriológicos, entre otros, que 
alertan a los Estados del mundo a adoptar medidas de prevención o de 
represión penal, entre otras. 

Asimismo, en los últimos tiempos, con el desarrollo de las neuro-
ciencias, nuevamente aparecen los riesgos positivistas, cuyos criterios 
en el ámbito de la política criminal y del derecho penal habían traído 
consecuencias negativas en otros tiempos, como sucedió a partir de la 
segunda mitad del siglo xix, con el amplio desarrollo de las ciencias 
naturales que, igualmente, deben ser tomados en cuenta al determinar 
la orientación que debe seguir la política criminal. 

Todo lo anterior nos hace cuestionar si, en el diseño de la política 
criminal mexicana, se han tomado en consideración las transforma-
ciones que tanto el delito como los medios de control van teniendo en 
el plano internacional, e, incluso, si se han tomado en cuenta para ello 
las realidades y necesidades nacionales, ya que estas con frecuencia 
son desatendidas y se teje en torno a realidades ajenas. 

En virtud de que México ha suscrito diversos instrumentos in-
ternacionales que establecen directrices de política criminal frente al 
narcotráfico y la delincuencia organizada, se ha visto obligado a adop-
tar las estrategias internacionales para la lucha contra sus diversas ma-
nifestaciones en el ámbito nacional. La aplicación de esas medidas, 
así como la creación de áreas especializadas, ha llevado a que en las 
últimas décadas se pudiera detectar la presencia de diversas organiza-
ciones delictivas en el país y que se hayan enderezado acciones con-
cretas para su combate. Esa lucha contra el narcotráfico y contra otras 
manifestaciones de la delincuencia organizada ha implicado, por una 
parte, el uso tanto de las fuerzas policíacas como de las fuerzas arma-
das para hacerle frente; y, por otra, que haya habido enfrentamientos 
fuertes entre las fuerzas de seguridad y las organizaciones delictivas, 
o entre los propios cárteles, es decir, entre las mismas organizaciones 
delictivas. Esto, a su vez, ha traído como consecuencia una gran can-
tidad de pérdida de vidas humanas de uno y otro bando, además de 
otros efectos colaterales. 

Por ello, esa política criminal —que aún prevalece en nuestro 
país— ha sido caracterizada como una política predominantemente 
represiva y persecutoria, porque ha utilizado la violencia para com-
batir la violencia, así como el uso de las fuerzas más letales (como es 
el caso de las fuerzas armadas), sin que por ello dicha política haya re-
sultado más eficaz frente a la delincuencia organizada. Lo que quiere 
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decir que, no obstante el uso de las fuerzas armadas y la gran pérdida 
de vidas humanas, la lucha contra el narcotráfico y las otras mani-
festaciones no han traído como consecuencia el garantizar de mejor 
manera la protección de los bienes jurídicos que entran en juego ni 
posibilitar una convivencia más ordenada y pacífica de la sociedad 
mexicana. Por el contrario, ha traído efectos más negativos, como la 
afectación de la vida y la integridad corporal de muchos miles de per-
sonas, entre otros. 

De ahí que esta política criminal ha sido fuertemente cuestionada 
por diversos sectores sociales, y también que se siga planteando la ne-
cesidad de buscar alternativas político-criminales que puedan resultar 
más funcionales, con resultados más positivos que negativos que sa-
tisfagan realmente las expectativas de la sociedad y las exigencias del 
Estado democrático de derecho. Y, al parecer, en esta misma búsqueda 
se encuentra también la administración del actual Gobierno federal, 
que sin contar con un proyecto acabado ha sugerido un cambio de 
rumbo de su política anticrimen, para transitar de la tradicional políti-
ca —meramente represiva y persecutoria— hacia una de pacificación 
y reconciliación. 

Antes de exponer y analizar la nueva tendencia político-criminal 
que pretende seguir el Gobierno federal, veamos brevemente algunos 
rasgos característicos de la tendencia político-criminal que, en los úl-
timos tiempos, se manifiesta en el plano internacional y en México, 
para saber cuáles son sus razones y si la política criminal mexicana se 
mantiene, o no, acorde con lo que sucede en el movimiento interna-
cional, y, así, determinar si la nueva tendencia es consistente y tiene 
viabilidades. 

II. Las tendencias de la política criminal ante la 
transformación del delito (en el plano nacional 
e internacional) 

Como he dicho al inicio de esta exposición, la política criminal que 
se diseñe y ponga en marcha en el plano nacional debe responder, por 
una parte, a las transformaciones que el propio fenómeno delictivo 
va experimentando tanto a nivel nacional como internacional. Lo que 
quiere decir que debe, primero, atenderse lo que sucede en el ámbito 
de la realidad nacional en materia delictiva y de inseguridad pública 
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provocada por el delito; pero, por otro lado, sin que se pueda desa-
tender lo que acontece en el plano internacional en cuanto a la trans-
formación del fenómeno delictivo, ya que igualmente tiene (o puede 
tener) sus impactos en el ámbito nacional. 

Por otra parte, la política criminal nacional debe tomar en cuenta 
los cambios que en el plano internacional van teniendo las estrate-
gias y medidas político-criminales contra la delincuencia organizada y 
otras manifestaciones; sobre todo, ahora que hemos vivido un proceso 
de globalización en distintos ámbitos de la vida social y se han dado 
importantes transformaciones en el campo de la ciencia y la tecnolo-
gía. Por lo que, si por razón de dicho fenómeno y de las otras causas 
el delito se transforma, la manera de enfrentarlo —es decir, la política 
criminal— tiene que reconocerlo y, por ende, transformarse, para que 
esté en condiciones de cumplir su función en un contexto globalizado. 

2.1 La transformación del delito en la era de la globalización 

a) La internacionalización del delito. No hay duda de que el fenóme-
no delictivo no es estático, sino que está en constante transformación 
por los cambios que se van dando en otros ámbitos de la vida social 
que, de alguna manera, influyen en su generación y desarrollo. Tam-
poco se puede negar que hoy el mundo moderno se caracteriza por la 
tecnología de punta, los mercados comunes, la unidad de la moneda, 
las telecomunicaciones, los movimientos migratorios, entre otros, así 
como por la globalización e internacionalización que se manifiesta 
en los diversos sectores de la vida socioeconómica, política, cultural, 
científica y tecnológica de los pueblos, elementos de los que México 
no puede escapar.1 Y, de la misma manera que se dan los procesos de 
globalización, también se ha dado la transnacionalización o interna-
cionalización del delito, en tanto que ahora el delito —sobre todo, el 
organizado— trasciende las fronteras nacionales y ramifica sus acti-
vidades y efectos en amplios ámbitos de influencia; por ello, adquiere 

Véase, sobre esto: Moreno, M. (2018). Dogmática penal y política criminal, 
Ed. Ubijus, México, y Ed. Ibáñez, Colombia, pp. 281 y ss.; Moreno, M. (2019). “Los 
actuales debates político-criminales en América Latina a raíz de los impactos de la 
globalización y la modernidad en la delincuencia”, Revista Académica, Facultad de 
Derecho de la Universidad La Salle, Año XVI, No. 32, enero, pp. 13 y ss. 

1 
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igualmente un mayor interés de gran parte de los países del mundo y 
de la comunidad internacional. 

Por otra parte, “con los desarrollos de la tecnología, las trans-
formaciones de los medios de comunicación y la informática, las so-
ciedades, los pueblos, el mundo todo, se encuentran cada vez más 
interconectados”; es decir: 

el proceso de globalización ha provocado un acelerado desarrollo in-
ternacional y ha generado estrechos vínculos supranacionales, que se 
manifiestan sobre todo en el ámbito de la economía, pero también en 
otros aspectos de la vida social, que superan la dimensión intranacional 
y nos han ido conduciendo a una profunda interdependencia no sólo 
entre los Estados, sino incluso entre las organizaciones y los hombres 
que forman parte de ellos.2 

b) Los nuevos riesgos por los avances tecnológicos y científicos. Ese 
proceso descrito ha generado también nuevos problemas en materia 
de seguridad y la necesidad de enfrentarlos globalmente, es decir, 
frente a ellos ya no se puede actuar aislada ni unilateralmente; por 
eso, ahora se habla, incluso, de la globalización en la lucha contra la 
delincuencia organizada, pues “prácticamente toda delincuencia orga-
nizada es transnacional”. En otras palabras, ahora, habrá que pensar a 
un nivel global o internacional cuando de delincuencia organizada se 
trata; sobre todo, de aquellas manifestaciones más violentas, como el 
terrorismo internacional, del que ningún país del mundo está exento. 
Pero, igualmente, habrá que hacerlo —y, en efecto, se hace— con 
relación a los nuevos riesgos que enfrenta la sociedad, producto de 
los avances técnicos y científicos, como los que se dan en materia 
nuclear, en materia bacteriológica o en el ámbito de la informática, 
entre otros; que, igualmente, ocupan la atención de los Estados del 
mundo para buscar, de manera conjunta, medidas político-criminales 
de prevención o de represión penal.3 

2 Moreno, M. (2018). Dogmática penal y política criminal, Ed. Ubijus, México, 
y Ed. Ibáñez, Colombia, pp. 281 y ss. 

3 Este fue el tema del XIX Congreso Internacional de Derecho Penal de la Aso-
ciación Internacional de Derecho Penal (aidp), realizado en 2014 en Río de Janeiro, 
Brasil. 
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c) Los riesgos en México y la necesidad de verlos globalmente. Esa 
misma visión habrá que tener en México, donde el fenómeno delictivo 
también ha experimentado importantes transformaciones tanto cuan-
titativas como cualitativas en los últimos tiempos. Como se ha dicho, 
es innegable el aumento de la delincuencia, sobre todo la organizada y 
violenta, atribuible a diversas causas, como: crecimiento desmesura-
do de la población; mayor inequidad en la distribución de la riqueza; 
menores fuentes de trabajo y, por tanto, menores oportunidades en 
las actividades lícitas; intensos fenómenos migratorios; alto índice de 
impunidad e incremento de la inseguridad pública; carencia de meca-
nismos eficaces de coordinación y de relación entre los diferentes sec-
tores del sistema penal y de seguridad pública; falta de mecanismos 
más funcionales de cooperación interinstitucionales, interestatales e 
internacionales; alto índice de corrupción, entre otras. 

Asimismo, desde hace unas décadas la delincuencia en México 
también ha manifestado una gran transformación en el ámbito del cri-
men organizado, el cual fue extendiendo sus alcances territoriales y 
trascendiendo fronteras. Por ello, en nuestro país el crimen organizado 
también ha dejado de ser un problema exclusivamente local o nacio-
nal para convertirse en uno de carácter internacional o transnacional, 
ya que varias de sus manifestaciones son de los problemas más graves 
por los que atraviesa la comunidad mundial. Como consecuencia de 
lo anterior, la política criminal mexicana frente al crimen organizado 
no puede ni debe diseñarse o desarrollarse de manera desvinculada de 
lo que sucede en el contexto internacional. 

En México, igualmente, se han hecho sentir los efectos de la mo-
dernidad con los avances tecnológicos; de ahí que también se hable de 
problemas cibernéticos, que han motivado la generación de los delitos 
cibernéticos o informáticos y que requieren de constante actualiza-
ción por los propios avances en esta materia. 

2.2 La internacionalización de la política criminal 
y del derecho penal 

a) Generación de instrumentos internacionales. Ahora bien, en virtud 
de que el delito es el objeto de atención de la política criminal y del 
derecho penal, si dicho objeto experimenta cambios, los instrumentos 
que han sido diseñados para atenderlo también tienen que responder 
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a esos cambios. Por ello, ante la transformación del delito, también 
la política criminal y el derecho penal han observado cambios con la 
idea de que estos instrumentos puedan cumplir de mejor manera su 
función; es decir, de poderlo enfrentar de forma más eficaz. 

En efecto, ante la internacionalización del delito —como es el 
caso de la delincuencia organizada transnacional donde sobresalen el 
tráfico de drogas, de armas y de indocumentados, la trata de perso-
nas, el secuestro de personas, el comercio internacional de menores 
y el terrorismo internacional, entre otros—, ahora también se habla 
de la internacionalización de la política criminal y del derecho pe-
nal, que se expresa a través de instrumentos internacionales. Estos 
instrumentos —como es el caso de la Convención de Viena (1988) y 
la Convención de Palermo (2000)— han sido generados en el plano 
internacional, promovidos por la onu, con la participación de un gran 
número de países del mundo, sobre todo de aquellos que padecen pro-
blemas de delincuencia organizada, como México; instrumentos que, 
al ser firmados y ratificados, obligan a su observancia. Las citadas 
convenciones fueron suscritas por México, y de ahí que se ha obligado 
a observarlas. 

b) Legislación en materia de delincuencia organizada en México. De-
bido a lo anterior, en acatamiento a las recomendaciones de la Con-
vención de Viena, desde 1996 México generó su Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada, que estableció estrategias político-crimi-
nales que atienden a los rasgos característicos del fenómeno delictivo 
que, sin duda, son más complejas y drásticas que las adoptadas para 
la delincuencia tradicional o común. Y, por ende, exigen una forma de 
actuación más especializada de las instituciones del sistema de justicia 
penal —como es el caso del Ministerio Público de la Federación y 
sus auxiliares— que tiene la función político-criminal de investigar y 
perseguir las distintas manifestaciones de la delincuencia organizada 
nacional y transnacional y, por ello, de aplicar los modernos métodos 
y mecanismos previstos en tales instrumentos. 

c) La hibridación de tendencias político-criminales. Ciertamente, la 
transformación de la política criminal frente a un fenómeno delictivo 
con rasgos más complejos ha traído como efecto la introducción de 
medidas político-criminales también más drásticas. Algunas de ellas 
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son, incluso, caracterizadas como “irracionales”,4 y han puesto en en-
tredicho la aplicabilidad de ciertos principios fundamentales a los que 
se había atribuido la función de mantener el ejercicio del poder penal 
dentro de ciertos límites, así como de algunos derechos y garantías, 
según exigencias de sistemas penales de corte democrático. Lo ante-
rior trajo como consecuencia que los sistemas jurídicos a nivel nacio-
nal experimentaran una especie de hibridación de tendencias político-
criminales, al coexistir aquellas que procuran fortalecer o responder 
a sistemas penales de corte democrático, a través de mecanismos que 
reconocen un amplio número de derechos, garantías y principios pro-
cesales, y las que le dan preferencia a las medidas eficientistas, ya sea 
“flexibilizando” las exigencias legales para permitir una actuación efi-
caz del órgano persecutor, “ensanchando” los ámbitos de la interven-
ción penal o “endureciendo” las medidas penales, a costa de derechos 
humanos y de garantías procesales. Pero siempre está el riesgo de que 
esta última tendencia haga extensiva las estrategias político-crimina-
les contra la delincuencia organizada también a los demás casos de 
delincuencia, como si todo fuese crimen organizado. 

El riesgo se hace más preocupante cuando se habla de medidas 
político-criminales “extremas”, como las que se han previsto para el 
caso —también extremo— del terrorismo internacional, que también 
se pretenden aplicar con relación al terrorismo nacional, es decir, a 
todo tipo de acto terrorista que se comete en el ámbito nacional y 
cuyos efectos no trascienden las fronteras. Ciertamente, el terrorismo 
es considerado ya como un caso de crimen organizado por la legisla-
ción nacional; ahora se le pretende enfrentar con medidas extremas, 
como si todo acto fuese terrorismo internacional. Sirve de ejemplo 
de medidas extremas contra el terrorismo internacional las adoptadas 
por el gobierno de Estados Unidos a raíz de la agresión del 11 de sep-
tiembre de 2001, en Nueva York y Washington, que consideraron a los 
terroristas como no ciudadanos. Estas medidas de orden militar, ade-
más de apartarse de toda justicia de corte democrático, por desconocer 

4 Cfr. Zaffaroni, R. (2006). “La globalización y las actuales orientaciones de la 
política criminal”, en Estudios de derecho penal. Libro-homenaje a Domingo García 
Rada, Lima; Moreno, M. (2003). “Implicaciones dogmáticas del proceso de globali-
zación e internacionalización de la política criminal y del derecho penal”, en Globa-
lización e internacionalización del derecho penal. Implicaciones político-criminales 
y dogmáticas, Ed. Ius Poenale/cepolcrim, México, pp. 369 y ss. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

 

 
 

 
 

  

  

    

36 

los principios fundamentales y garantías propios del derecho penal 
moderno,5 ahora se las quiere generalizar a todo tipo de acto terrorista. 

d) Necesidad de que las medidas político-criminales evolucionen. No 
se puede negar que en esta materia hay partidarios de una o de otra 
orientación político-criminal, de los que defienden tendencias demo-
cráticas, aun cuando se trate de delincuencia organizada, y de quienes 
prefieren las de corte autoritario, con sus respectivos matices. Pero lo 
cierto es que las modernas formas de manifestación de la delincuen-
cia, sobre todo las que trascienden las fronteras y cuyos efectos se 
expanden a gran parte de la comunidad internacional, no pueden ser 
vistas con el mismo enfoque criminológico tradicional, ni combatidas 
con los criterios y métodos utilizados para la delincuencia tradicio-
nal.6 Es decir, ellos también tienen que evolucionar y adecuarse a las 
realidades actuales. 

Por ello, esos métodos y técnicas utilizados por las formas mo-
dernas de la delincuencia han determinado, también, la generación de 
métodos y técnicas modernos para combatirlas eficazmente; de otra 
manera, el fracaso será más evidente y el fenómeno delictivo seguirá 
superando a las formas de reacción estatal. Si el fenómeno delictivo 
se transforma —por su mayor organización, mejores métodos y téc-
nicas y mayor capacidad para evadir su investigación, persecución y 
sanción, etc.—, y esa transformación tiene su explicación histórica, 
también los medios de control se tienen que transformar en la me-
dida en que el propio objeto de control lo va imponiendo. En efec-
to, atendiendo a esas exigencias, se han desarrollado nuevas medidas 
político-criminales que, en el plano internacional, están acompañadas 
por una gran cantidad de convenciones de todo tipo en materia penal7 

que, a su vez, han repercutido en la transformación del derecho penal, 

5 Sobre esto, ver: García Ramírez, S. (2002). “Normas penales para la ‘guerra 
contra el terrorismo’”, Criminalia, Año LXVIII, No. 1, México, enero-abril, pp. 3 y ss. 

6 En otras palabras, las modernas manifestaciones delictivas del siglo xxi no 
pueden ser tratadas y combatidas con los criterios y métodos propios del siglo xix. 

7 Como la Convención de Viena (1988) y la Convención de Palermo (2000), que 
contienen estrategias político-criminales contra la delincuencia organizada transna-
cional. 
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en tanto que dichas medidas se han ido adoptando en las legislaciones 
penales de los países del mundo. 

e) Necesidad de fortalecer la observancia de principios limitadores. 
Aun cuando las medidas político-criminales tengan que evolucionar, 
por razón de la transformación de la delincuencia, habrá que seguir 
pugnando por la observancia de los criterios y principios de corte de-
mocrático, aun cuando ellos se encuentren en crisis ante fenómenos 
delictivos, como el terrorismo. Pues, si bien dichas medidas tienen que 
ser más drásticas para enfrentar con cierta eficacia a dicho fenómeno 
más complejo y violento, siempre habrá que hacerlo sometiendo el 
ejercicio del poder penal a ciertos límites, evitando la generación de 
medidas emergentes que solo atentan contra las libertades, pero que 
no garantizan mayor eficacia frente al delito. Es decir, “solo en casos 
extremos, medios extremos”, pero con la convicción de que estos, a la 
postre, se traducirán en medios eficaces para garantizar los espacios 
de las libertades humanas. 

2.3 Evaluación de la funcionalidad de la política criminal 

Con independencia de la diversidad de tendencias político-criminales, 
lo que ahora procedería preguntar es si los instrumentos internacio-
nales y la política criminal —diseñados para hacerle frente a la delin-
cuencia organizada, sea nacional o transnacional— han resultado fun-
cionales, o no; es decir, si han logrado frenar este fenómeno delictivo 
y, por ende, si han podido garantizar —o no— una mejor protección 
de los bienes jurídicos que han servido de motivo o pretexto. 

a) Evaluación general. En términos generales, podría afirmarse que, 
tanto en el plano internacional como en el nacional, las medidas po-
lítico-criminales consagradas en dichos instrumentos internacionales 
(Convención de Viena y de Palermo) no han tenido los resultados que 
se hubiesen querido en el combate a la delincuencia organizada; pero, 
sobre todo, con relación a la lucha contra el tráfico de drogas. En 
cambio, lo que sí es evidente es que han logrado, hasta ahora, un des-
medido endurecimiento de las medidas penales y una expansión del 
derecho penal, en detrimento, incluso, de ciertos principios básicos, 
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sin que con ello se haya podido contener el fenómeno delictivo y se 
haya garantizado mejor la seguridad ciudadana. 

De ahí que se afirme que la política prohibicionista y represiva 
contra las drogas8 ha fracasado; que se trata de una política “errónea”, 
con consecuencias más negativas, y que es urgente la adopción de po-
líticas más funcionales, como lo ha hecho ver, por ejemplo, la Comi-
sión Global de Políticas de Drogas.9 Voces muy parecidas a las de la 
Comisión Global de Políticas de Drogas se han empezado a escuchar 
en México, desde hace ya algunos años, con relación a la política de 
drogas, y se han reiterado en los últimos tiempos. Se señala, en térmi-
nos generales, que la política prohibicionista de las drogas y la forma 
de combatirlas han fracasado; además, a la política de guerra contra 
las drogas —que, según estas voces, se inició con el presidente Felipe 
Calderón— se le atribuye el haber traído, como consecuencia, mayor 
violencia y la muerte de muchas personas; por lo que, igualmente, se 
ha sugerido la necesidad de buscar otras alternativas, entre las que se 
destaca la legalización de las drogas.10 Sin embargo, esas voces no 
hacen mayor referencia a las otras manifestaciones de la delincuencia 
organizada, como el secuestro de personas, la desaparición forzada de 
personas, el tráfico de indocumentados, el tráfico de armas, el lavado 
de dinero, entre otras. Y es evidente que la mayoría de ellas también 
tiene que ver con el incremento de la violencia y con las muertes.11 

8 Pero lo mismo se puede decir con relación a la política contra los distintos 
tráficos y otras manifestaciones de la delincuencia organizada. 

9 En sus Informes sobre Guerra a las drogas, a partir del Informe que se dio a 
conocer el mes de junio de 2011, en el que se afirma: “La guerra global a las drogas 
ha fracasado, con consecuencias devastadoras para individuos y sociedades alrededor 
del mundo. 50 años después del inicio de la Convención Única de Estupefacientes, 
y 40 años después que el Presidente Nixon lanzara la guerra a las drogas del gobier-
no norteamericano, se necesitan urgentes reformas fundamentales en las políticas de 
control de drogas nacionales y mundiales”. 

10 Así, la mayoría de los expertos que participó en el primer Foro Internacional 
sobre Drogas, organizado por México Unido Contra la Delincuencia, A. C., en la 
Ciudad de México, del 14 al 16 de febrero de 2012. Véase: Moreno, M. (2012). “La 
onu debe impulsar una nueva política criminal contra las drogas”, Revista Milenio 
Semanal, número 747, México, marzo 5, pp. 17-26. 

11 Por lo que, respecto de ellas, si hay congruencia, también habría que cuestionar 
la política prohibicionista. 
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b) Evaluación en el ámbito nacional. No puede negarse que, aparte 
de la política prohibicionista y represiva expresada en las leyes, antes 
como ahora, entre las instituciones mexicanas que han sido objeto de 
mayores críticas y debates —por su forma deficiente en el combate de 
la delincuencia, en general, y de la organizada, en particular— destaca 
la del Ministerio Público. Pero, no solo por su falta de funcionali-
dad, que es la de mayor peso, sino que también se le cuestiona por 
su falta de objetividad, cuando se afirma que se presta, incluso, a que 
se le utilice de manera facciosa o para fines distintos a los de su fun-
ción. Cuestionamientos que se acentuaron al iniciarse el proceso de 
transición de un gobierno a otro y que han servido para promover un 
cambio de nombre de la institución, de Procuraduría a Fiscalía, y que 
esta fuese autónoma y confiable, o que sirva; pero se trata de cambios 
aislados, circunstanciales, que tampoco garantizan que los objetivos 
de la política criminal y del aún nuevo sistema procesal penal acusa-
torio y oral se alcancen de manera satisfactoria. 

Por lo tanto, en el ámbito nacional habrá que hacer una revisión 
integral de la política criminal que, hasta ahora, ha seguido el Gobier-
no federal en cada uno de sus sectores y niveles, particularmente en 
materia de delincuencia organizada. Habrá que empezar por la revi-
sión del marco normativo para ver qué tanto se han receptado y adap-
tado los instrumentos internacionales y qué tanto estos han resultado 
funcionales, o no; es decir, si los resultados han sido satisfactorios, o 
no, así como ver qué tanto se ha sustentado, o no, en los principios de 
corte liberal y democrático. Asimismo, habrá que revisar los criterios 
de interpretación y aplicación de los diversos mecanismos previstos 
en tales instrumentos, sobre todo desde la perspectiva de los criterios 
contenidos en la nueva legislación procesal penal, que desarrolla un 
sistema procesal penal acusatorio con abundantes derechos y garan-
tías para el imputado o procesado, para ver si son compatibles, o no,12 

y si ellos han propiciado que los objetivos de la ley se alcancen. De 
esa revisión se derivarán, en su caso, los ajustes que habrá que hacer 
en la legislación penal respectiva tanto por lo que hace a las estrategias 
político-criminales como con relación a la orientación o tendencia que 

12 Para este tema, puede consultarse la tesis doctoral de Cabeza de Vaca, D. F. 
(2019). El debido proceso legal en el combate a la delincuencia organizada, inacipe, 
México. 
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debe seguir, así como los ajustes que deben hacerse con relación a los 
criterios de interpretación y aplicación de la ley penal. 

Pero, además del marco normativo, también habría que conside-
rar el desempeño de los principales actores del sistema penal, pues de 
ello depende en gran medida que los objetivos de la política criminal 
y del sistema de justicia penal se logren. Así, habrá que cuestionar si el 
Ministerio Público federal y la autoridad judicial federal han actuado 
de manera eficiente y responsable frente al creciente fenómeno delic-
tivo violento, atendiendo a los rasgos característicos de la delincuen-
cia organizada, de sus autores y partícipes y de las víctimas, y a las 
distintas formas complejas en que aquella se manifiesta. 

Asimismo, se tendrá que evaluar si han realizado su función ob-
servando las exigencias de la moderna política criminal y del siste-
ma de justicia penal contenidas tanto en la Constitución como en los 
instrumentos internacionales, de acuerdo al rol que les corresponde 
jugar, que tienen que ver con la idea de esclarecer los hechos, procurar 
que el culpable no quede impune y que los daños causados a la víc-
tima se reparen, entre otras; con el fin de garantizar una más efectiva 
protección de los bienes jurídicos frente al delito y una vida ordenada 
y pacífica en comunidad. 

En otras palabras, habrá que ver si, con base en los mecanismos 
político-criminales previstos en la Convención de Viena (1988) y en 
la de Palermo (2000), así como en la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada, e, incluso, en el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, la actuación del Ministerio Público Federal y de jueces fede-
rales ha satisfecho las demandas y expectativas de la sociedad —que 
espera que sus bienes jurídicos sean mayormente protegidos frente al 
delito y, en caso de haber sido afectados, que se esclarezca la verdad, 
que el culpable no quede impune y que los daños causados sean repa-
rados— y si ha respondido a las exigencias del Estado democrático de 
derecho —de mayor acceso a la justicia para todos, de que los obje-
tivos del proceso penal se cumplan, que se respeten los derechos hu-
manos y el ejercicio del poder penal no se extralimite, entre otros—. 

c) De esa revisión, que aquí solo se expone de esta forma, se conclu-
ye13 que los resultados de la política criminal y del derecho penal no 

13  Como lo muestran diversos estudios aislados, de diferentes fuentes. 
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han respondido a los objetivos que se les ha atribuido con relación a 
la lucha contra la delincuencia organizada en sus diversas manifes-
taciones. Pero lo propio puede decirse por lo que hace a la política 
criminal frente a la delincuencia común o tradicional, donde tal vez la 
ineficacia sea todavía mayor. 

Por lo que hace al sistema de justicia penal —que fue objeto de 
una reforma constitucional, en 2008, y de la generación del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, en 2014 para fortalecer el sis-
tema procesal penal acusatorio—, existe también la convicción de 
que no ha dado los resultados que se esperan de él y, por tanto, no ha 
respondido a las expectativas sociales. Han pasado ya más de 10 años 
desde que la reforma constitucional se publicó en el dof; desde junio 
de 2018 debió estar completamente implementada en todo el país y 
estar rindiendo sus resultados. 

Sin embargo, a estas alturas no se puede afirmar que los grandes 
objetivos de la reforma se hayan alcanzado con cierto grado de sa-
tisfacción. Esto también es atribuible a diversas causas, una de ellas 
es la “deficiente forma” de su implementación, que no ha aplicado 
racionalmente las diversas instituciones y los mecanismos procesales 
con que se cuenta, así como a la ausencia de capacitación adecuada 
a los distintos actores del sistema y la carencia de uniformidad de 
criterios político-criminales, entre otras. Por lo que su impacto en la 
lucha contra la delincuencia, la inseguridad pública, la impunidad y la 
corrupción ha sido casi nulo. 

Debido a lo anterior, se sigue planteando la necesidad de buscar 
nuevas y más funcionales alternativas político-criminales para hacerle 
frente tanto a la delincuencia tradicional (o común) como a la delin-
cuencia organizada. No hay duda de que la delincuencia organiza-
da es la que requiere de una mayor atención por parte de la política 
criminal;14 sobre todo, aquella que se manifiesta con mayor violencia 
y, por ende, representa mayor impacto social, como es el caso del 
secuestro, el tráfico de drogas, el tráfico de armas, el tráfico de indo-
cumentados, la desaparición forzada, la trata de personas, entre otras. 
No obstante, no debe desatenderse a la delincuencia no organizada 
y menos violenta, porque su desatención —como se observa hasta 
ahora— puede hacer que dicho fenómeno pronto se convierta también 

14 Y cuando hablamos de política criminal estamos haciendo referencia al Esta-
do y, por ende, al Gobierno. 
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en delincuencia organizada y de mayor violencia, y que obligue solo 
a endurecer las actuales medidas penales, con los mismos resultados. 

III. La tendencia político-criminal del nuevo 
Gobierno de la República 

3.1 Justificación de la necesidad de cambio 

a) Ante los actuales problemas de delincuencia, inseguridad pública, 
impunidad y corrupción, y ante las carencias mostradas por la política 
criminal, en general, y el sistema de seguridad pública y justicia penal, 
en particular, el nuevo Gobierno federal también ha visto la necesidad 
de buscar nuevas estrategias para hacerle frente al problema y, en vir-
tud de ello, presenta sus propuestas en materia de política criminal,15 

aun cuando la hace con una terminología diferente. Esta nueva pro-
puesta que, al parecer, aún está en proceso de diseño y conformación 
—y, por ello, todavía no están precisados sus fundamentos y alcan-
ces— tiene la pretensión de diferenciarse de la política criminal de 
los anteriores gobiernos, que se ha caracterizado por ser predominan-
temente represiva, prohibitiva y retributiva. Ahora tal parece que la 
idea que se pretende imponer es que el castigo o la pena no sea la 
única alternativa para responder al delito, sino que habrá que buscar 
otras salidas que, incluso, puedan tener preferencia para atender los 
reclamos sociales, lo que, de entrada, parece no tener objeción alguna. 

b) En efecto, en virtud de que México vive su proceso de transición 
de régimen, se ha resaltado que habrá nuevas formas de gobernar y de 
“hacer política” para atender los diversos problemas nacionales. Entre 
dichos problemas destacan los que tienen que ver con la delincuencia, la 
inseguridad pública, la impunidad y la corrupción. Por ello, las políticas 
en materia de seguridad pública y justicia penal ocupan un lugar prepon-
derante en la agenda del Gobierno (al menos, formalmente hablando). 
La propuesta de lucha contra la delincuencia del nuevo Gobierno tiene 
la pretensión de distanciarse de la política meramente persecutoria 

15 Dentro de la cual se encuentran las que tienen que ver, propiamente, con el 
sistema de seguridad pública y las que se dan en el ámbito de la justicia penal; las 
primeras son las que, por ahora, parecen tener mayor peso. 
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y de represión penal y transitar hacia una política de pacificación, 
en la que se propicie el perdón, la amnistía, la reducción de penas, 
entre otros mecanismos, para lograr la reconciliación de la sociedad 

16mexicana. 
Lo anterior, se puede suponer, tiene como principal razón de ser 

el actual estado crítico de las cosas en materia de justicia penal y se-
guridad pública, su forma de funcionar y sus resultados. Ciertamente, 
los actuales mecanismos de control no han contribuido a garantizar la 
protección de los bienes jurídicos frente al delito y, por ende, no han 
podido contribuir a vivir en paz y recuperar la credibilidad ciudadana 
hacia los sistemas de seguridad pública y justicia penal. Por el con-
trario, han propiciado mayor incremento de la violencia, tanto la que 
proviene de la propia delincuencia como la generada por los propios 
medios de control. Por lo que se justifican los cuestionamientos y la 
necesidad de buscar nuevas alternativas político-criminales. 

3.2 Falta de claridad de la nueva propuesta político-criminal 

a) Ahora bien, como se ha dicho, la nueva propuesta aún no está de-
bidamente conformada y, por ello, aún no son claros sus fundamentos 
y sus alcances.17 Sin embargo, a la fecha,18 el Gobierno ya ha tomado 
algunas medidas en materia de seguridad pública y justicia penal que, 
incluso, han implicado reformas a la Constitución y que van dando 
una más clara idea del camino que se quiere seguir, pero que igual-
mente han provocado controversias de diversa índole. Entre esas me-

16 Sobre esto, puede verse: Proyecto de Nación 2018-2024, Plan de Morena (en: 
www.proyecto18.mx); Ortiz, L. (2018). “La propuesta de amnistía de amlo: algunas 
precisiones”, en: NEXOS, Prevención y castigo, Blog sobre la política de seguridad, 
mayo 16. Puede verse, también: “Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024” (pnd), en 
Gaceta Parlamentaria, No. 5266-XVIII, Año XXII, Palacio Legislativo, 30 de abril 
de 2019. 

17 Recuérdese que estamos hablando en diciembre de 2018, cuando el nuevo 
Gobierno recién había tomado posesión, pero ello no excluye el considerar lo que ha 
sucedido con posterioridad, mientras el documento escrito no se publica. Sin embar-
go, aun cuando con posterioridad a esa fecha se han generado ya algunas medidas 
más concretas, de todos modos no se observa todavía mayor claridad respecto de los 
alcances de la nueva política. 

18  En que este documento se terminó de escribir (mayo de 2019). 
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didas de carácter político-criminal del nuevo Gobierno pueden men-
cionarse las siguientes: 

1. La creación de la Fiscalía General de la República, en sustitu-
ción de la Procuraduría General de la República, con una estruc-
tura orgánica y funcional muy distinta a la que esta tenía y en la 
que, al parecer, se le da mayor importancia a la lucha contra los 
actos de corrupción y de abuso de poder hacia el interior de la 
institución que a la lucha contra la delincuencia que sucede en 
el exterior. Además, en dicha estructura orgánica y funcional, la 
lucha contra la delincuencia organizada no parece tener interés 
alguno. Lo que indica que el cambio de nombre de la institución 
y el que se le haya dotado de autonomía no la han hecho más 
funcional. 

2. La creación de la Guardia Nacional y la consecuente desapari-
ción de la Policía Federal, que también ha sido objeto de puntos 
de vista encontrados, sobre todo por lo que hace a la naturaleza 
del mando que debe tener, si militar o civil; en especial, con re-
lación a los alcances de sus funciones. No obstante, en la po-
lítica de pacificación y de reconciliación que se pregona, a la 
Guardia Nacional se le pretende atribuir la función de enfrentar, 
preferentemente, a la delincuencia organizada, con la presencia 
predominante de miembros de las fuerzas armadas o con capa-
citación militar. Por lo que todo da a entender que la estrategia 
político-criminal de lucha contra la delincuencia organizada de 
anteriores gobiernos se repite, o, incluso, se fortalece la idea de 
la persecución y la represión.19 

3. La reforma al artículo 19 constitucional, para aumentar el catá-
logo de delitos que merecen prisión preventiva oficiosa, entre 
los que se incluyen el uso de programas sociales con fines elec-
torales; delitos en materia de desaparición forzada de personas 
y desaparición cometida por particulares; delitos cometidos con 
medios violentos (como armas y explosivos); delitos en materia 

19 Sin embargo, hasta lo que va del nuevo Gobierno, el problema de la delincuen-
cia y la inseguridad pública, lejos de mejorar, se ha empeorado, como lo revelan las 
cifras de homicidios que se han cometido. 
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de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea; feminicidio; corrupción, tratándose 
de enriquecimiento ilícito y ejercicio indebido de funciones; así 
como los delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o pe-
troquímicos, entre otros. 

En la exposición de motivos de la reforma constitucional 
—donde se observa una mezcla de criterios diversos y, a veces, 
inconexos— se habla, por una parte —de manera correcta—, que 
el punto de referencia de la materia penal lo son los derechos y 
garantías fundamentales propias de un Estado de derecho, que 
“se representan en los principios de legalidad, de intervención 
mínima, de culpabilidad, de presunción de inocencia, de la tutela 
judicial y de no declarar contra sí mismos”, entre otros. Pero, por 
otra, para justificar la ampliación en el uso de la prisión preven-
tiva oficiosa, se afirma —sin duda, de manera incorrecta— que 
“hay contextos especiales en los que es necesario aplicar un dere-
cho penal más restrictivo, que ayude a desincentivar la comisión 
de un determinado tipo de delitos que lesionan los bienes jurídi-
cos más sensibles de la sociedad”. Y, para ello, se han apoyado 
nada menos que en el pensamiento del penalista alemán Gúnter 
Jakobs, quien es el principal exponente moderno del llamado de-
recho penal del enemigo y que, por ello, ha sido caracterizado 
por muchos como el principal defensor de un derecho penal de 

20corte autoritario. 

b) No hay duda de que el problema de la delincuencia organizada, so-
bre todo la que se realiza de manera más violenta, no puede ser com-
batido con los medios y métodos tradicionales (ideados para combatir 
la delincuencia común), sino que requieren de estrategias especiales, 
en virtud de sus rasgos característicos. Pero lo cierto es que, hasta 
ahora, no existe aún el diseño de una política criminal que efectiva-
mente responda a esas exigencias, como tampoco lo hay para el resto 
de la delincuencia; por el contrario, se sigue acudiendo a los mismos y 

20 Existen otras medidas que, igualmente, sirven para indicar lo que realmente se 
busca. Por ejemplo, se proyecta fortalecer los mecanismos fiscalizadores y ampliar el 
radio de acción de la Unidad de Inteligencia Financiera (uif) para la investigación del 
lavado de dinero y debilitar los esquemas de financiamiento del crimen organizado; se 
intenta la excarcelación de los llamados “presos políticos”, entre otras. 
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cuestionados mecanismos y estrategias de gobiernos anteriores, pero 
con la diferencia de que ahora incluso se hace de manera formal. En 
otras palabras, la idea de querer destruir todo aquello que es carac-
terizado como negativo, por ser producto de una tendencia política 
opuesta, no ha mostrado todavía su capacidad para construir algo que 
resulte más funcional, que responda no solo a la ideología de la llama-
da cuarta transformación, sino a las expectativas sociales. 

Por ello, realmente se trata de una tendencia político-criminal 
que aún no encuentra su rumbo, que todavía adolece de una gran in-
decisión sobre qué se busca y cómo se quiere enfrentar el problema 
delictivo y de inseguridad, pues se siguen dando tumbos, no obstante 
la certeza de la falta de funcionalidad de las actuales medidas me-
ramente represivas. Y de ahí que dicha política haya provocado ya 
diversas reacciones de los sectores sociales: la de quienes están con-
vencidos de sus bondades y, por ello, la apoyan sin límite alguno;21 y 
la de quienes la critican y la siguen considerando no como el producto 
de estudios y reflexiones serias, sino de meras ocurrencias o de sim-
ples caprichos con pocas posibilidades de éxito,22 es decir, de quienes 
dudan de sus bondades y viabilidades y se apoyan en lo que sucede en 
el plano material. 

3.3 Falta de consistencia de la orientación político-criminal 

a) Además de las medidas político-criminales ya adoptadas por el 
nuevo Gobierno federal, también ha habido diversas afirmaciones res-
pecto de lo que se quiere hacer en materia de seguridad pública y jus-
ticia penal que, igualmente, dan una idea sobre los reales alcances de 
la política anticrimen que seguirá el actual Gobierno de la República. 

Pero, aun cuando cada una de las medidas adoptadas obedece a 
objetivos concretos y tiene su propia trascendencia, ellas no parecen 
enmarcarse en una visión integral de política criminal que, a su vez, 
se sustente en una consistente y coherente concepción ideológica que, 
se supone, debiera seguirse, sino más bien se trata de medidas aisladas 

21 Como son los propios encargados de poner en práctica dicha política en el 
ámbito de la seguridad pública, o quienes lo hacen desde el ámbito legislativo. 

22 Como son las posiciones de diversas organizaciones de la sociedad civil, en 
torno a las medidas político-criminales ya adoptadas. 
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que van obedeciendo a las circunstancias del momento, aun cuando 
algunas de ellas coincidan con propuestas de campaña. 

b) Esa falta de claridad y de consistencia de la nueva tendencia polí-
tico-criminal se observa también cuando algunas de las afirmaciones 
sobre las medidas y estrategias revelan ciertas contradicciones. Así, 
por ejemplo: 

� Por una parte, se promueve en el discurso la idea de la pacifi-
cación, del perdón, la amnistía y la reconciliación como nueva 
estrategia político-criminal frente al delito y la violencia, lo que 
da la sensación de que ahora se busca prescindir del castigo, so-
bre todo cuando se dice que no habrá persecución ni uso de la 
fuerza pública para no provocar más violencia. Así, por ejemplo, 
se afirma que no habrá persecución de los políticos corruptos, o 
bien, que para la transformación de México no se requiere enviar 
a la cárcel a los corruptos,23 o que el combate a la delincuencia 
organizada no constituye una prioridad.24 Expresiones que, sin 
duda, han despertado amplios rechazos, incluso de partidarios, 
ya que contraviene las reiteradas promesas de campaña. 

� Por otro lado, siguiendo una posición claramente persecutoria y 
retributiva, que quiere responder a la idea de justicia exigida por 
la mayoría, se ha sostenido que ahora se combatirá con toda la 
fuerza y sin distinción alguna —caiga quien caiga— el problema 
de la corrupción; lo que, sin duda, resulta acorde con las prome-
sas de campaña y ha despertado grandes expectativas sociales. 
Dentro de esta misma tendencia, poco o nada reconciliadora, se 
ha propuesto crear —y se ha creado— una Fiscalía Anticorrup-

23 Que eso “solo es para legitimarse” o para “ganar votos”; que “no hay que 
mirar hacia atrás”, sino “hacia adelante”, pues ello impediría el desarrollo del país; 
que “la persecución de políticos corruptos es pura simulación”, además de que “no 
alcanzarían las cárceles para ello”. Este tipo de expresiones no encierra otra cosa que 
la idea de propiciar la impunidad, que contradice lo que la ley penal establece; por lo 
que se cuestiona si un presidente electo puede, antes de tomar posesión o durante su 
mandato, “optar legalmente por no juzgar a los probables culpables de grandes delitos 
de corrupción”. 

24 Sobre estas aseveraciones los medios de comunicación han dado amplia in-
formación. 
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ción, como una de las más importantes en la estructura orgánica 
de la Fiscalía General de la República,25 y se ha planteado, inclu-
so, convertir a ciertos actos de corrupción en delitos graves, para 
que permitan la aplicación de la prisión preventiva oficiosa. Esto, 
como se ha dicho, ya fue plasmado en la Constitución. Ante esa 
tendencia represiva, surge la pregunta: ¿qué sentido tiene todo 
esto, si, por otra parte, con frecuencia se afirma que en el gobier-
no de la cuarta transformación ya no hay corrupción? 

� Una tendencia mayormente retributiva o represiva se observa 
con relación a ciertos delitos electorales, como el uso de pro-
gramas sociales con fines electorales, pues con relación a dicha 
conducta, además de fortalecer a la Fiscalía Especializada (fe-
pade), también se la ha elevado a rango de delito grave, para 
que igualmente se le aplique la prisión preventiva oficiosa; e, 
incluso, existe la pretensión de aplicar para la investigación de 
ciertos delitos electorales el uso de intervenciones de comunica-
ciones privadas, como si se tratara de delincuencia organizada. 
Con todo ello, no puede negarse que prevalece la idea de que, 
con la prohibición, persecución y retribución, se puede contribuir 
a consolidar el Estado de derecho y la democracia,26 como ha 
sido —en cierta medida— la concepción en la que se sustenta la 
tradicional política criminal prevaleciente hasta ahora. 

� Esa misma tendencia persecutoria se observa con mayor inten-
sidad en materia de delitos cometidos por servidores públicos, 
donde se introduce una nueva figura delictiva que tiene que ver 
con el pago y recibo indebido de remuneraciones, al conside-
rar que la sanción administrativa y política no son suficientes, y, 
como en otros tiempos, ahora se quiere “moralizar” a los servi-

25 Además de la Fiscalía de Asuntos Internos, la Fiscalía de Servidores Públicos 
y la fepade. 

26 Pero, para no estar fuera de la realidad, habrá que tomar en cuenta que el siste-
ma penal en materia de delitos electorales ha sido hasta ahora poco funcional, ya que 
la eficacia de la Fiscalía ha resultado casi nula, si se analiza cuántos casos ha llevado 
a proceso y en cuántos ha logrado una sentencia condenatoria. Además, hay ciertas 
conductas reguladas en la ley general que han perdido su importancia y que, por ende, 
ni siquiera debieran ser delito. 
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dores públicos a través de la amenaza penal.27 Esta idea se rei-
tera en la iniciativa de Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 
República, donde el mayor porcentaje de su estructura está des-
tinado a combatir hacia el interior de la institución las conductas 
de sus propios servidores públicos. En cambio, no se observa la 
misma tendencia ni el mismo interés con relación a los demás 
delitos federales que tienen mayor impacto social, como es el 
caso de la delincuencia organizada, cuya actual Fiscalía incluso 
desaparece. 

� Todo parece indicar que con este tipo de medidas político-crimi-
nales el objetivo central de la persecución y la punición son los 
servidores públicos, ya sea porque son corruptos o simplemente 
porque se apartan de la observancia de la norma jurídica. Pero 
para que esta nueva política se justifique y pueda tener credi-
bilidad no solo debe mirarse hacia adelante, es decir, hacia los 
futuros delincuentes y corruptos, sino también hacia atrás, ha-
cia quienes han delinquido o han cometido actos de corrupción, 
mientras los hechos no hayan prescrito o por alguna otra causa 
no se haya extinguido la acción penal. Esto, debido a que tiene 
que tenerse presente que la intervención del derecho penal y de 
su principal instrumento —que es la pena— por lo general opera 
—en su función retributiva— por hechos que ya se han cometi-
do, con independencia de que la mera amenaza penal y la forma 
de funcionar del sistema de justicia penal puedan también tener 
efectos preventivos. 

� Finalmente, la tendencia persecutoria y retributiva se reitera con 
la creación de la Guardia Nacional y las funciones que se le atri-
buyen, entre las que destaca, como se ha dicho, el combate a la 
delincuencia organizada, no obstante de que ley orgánica aún es 
objeto de discusión. 

c) Por lo anterior, y con el riesgo de que pronto se estén haciendo afir-
maciones en otro sentido, siguen planteándose dudas e interrogantes 

27 Como sucedió en tiempos de la presidencia de Miguel de la Madrid, en que la 
se generó el contenido del título décimo del Libro Segundo del Código Penal Federal, 
que se refiere a los delitos cometidos por servidores públicos. 
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sobre los alcances y la orientación filosófico-política de la propuesta 
político-criminal del nuevo Gobierno. Sin el afán de darles respuesta, 
entre tales interrogantes pueden señalarse las siguientes: 

� ¿Es recomendable y viable una “política de pacificación”, en el 
sentido propuesto, frente al creciente fenómeno delictivo violento? 

� ¿Es compatible una política de pacificación con el endurecimiento 
de las medidas en el ámbito de la seguridad pública y la justicia 
penal? 

� ¿Cómo puede una política de pacificación enfrentar a las diversas 
manifestaciones de la delincuencia organizada (tráfico de dro-
gas, tráfico de armas, tráfico de indocumentados, secuestro, trata 
de personas, lavado de dinero, terrorismo, entre otras) y garanti-
zar de mejor manera los bienes jurídicos frente a ellas? 

� ¿Obedece a la idea de reconciliación el que en la Fiscalía General 
de la República haya desaparecido el área encargada de investi-
gar y perseguir los casos de delincuencia organizada? 

� ¿Para qué tipo de delitos o de personas está pensado el perdón y 
la amnistía?, ¿se tomará en consideración la importancia del bien 
jurídico que se ve afectado y la gravedad del hecho para que se 
puedan aplicar este tipo de medidas? 

� ¿Estarían de acuerdo las víctimas de los delitos en que a sus vic-
timarios se les otorguen estos beneficios por parte del Estado, 
cuando son ellas las únicas que pueden otorgar el perdón? 

� ¿Se rescata la idea de justicia con el solo hecho de decir que con 
este tipo de medida “se perdona, pero no se olvida”? ¿O es que la 
idea de la “justicia” ya no tiene mayor razón de ser? 

� Si uno de los objetivos centrales de la nueva política es el com-
bate efectivo de la corrupción, ¿por qué se da a entender, por otra 
parte, la pretensión de no perseguir penalmente a los políticos 
corruptos, sobre todo a los de anteriores administraciones? 
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� ¿No implica esta nueva tendencia político-criminal un 
reconocimiento por adelantado de que realmente no se tiene, ni 
se tendrá, la capacidad para combatir el problema de la delin-
cuencia organizada con la política anunciada? 

� ¿No será ese reconocimiento lo que determinó que, finalmente, 
se haya optado por echar mano de las Fuerzas Armadas para ta-
reas de seguridad pública, no obstante la reciente decisión de la 
scjn de declarar inconstitucional la Ley de Seguridad Interior, 
por lo mismo, e ir en contra de la propuesta de campaña? 

� ¿Cómo se piensa que la Guardia Nacional pueda realmente ga-
rantizar un combate eficaz contra la delincuencia organizada y, a 
su vez, que no violente las instituciones democráticas del Estado 
de derecho? 

� ¿No se está dando la sensación de que, ante la realidad de las 
cosas, la “política de pacificación”, lejos de ser un planteamiento 
serio y consistente, sea solo una mascarada? 

� ¿Estará el nuevo Gobierno dispuesto a invertir en los temas de 
seguridad pública y justicia penal, para que se diseñe seriamente 
un programa integral y coherente de política criminal que, ade-
más de partir de las realidades nacionales, se sustente en bases 
teóricas adecuadas y responda a las exigencias del Estado de-
mocrático de derecho, para dar satisfacción amplia a las expec-
tativas de la sociedad? ¿O es que la austeridad republicana debe 
estar por encima de la justicia y la seguridad ciudadana? 

� Entre otras… 

Son muchas las interrogantes que se planean, y las que se presen-
tan son tan solo desde nuestra perspectiva, pero será en otra ocasión 
en que me ocupe de darles respuesta. 
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IV. A manera de conclusión 

a) Las anteriores interrogantes sobre la orientación y alcances de la 
nueva política anticrimen (o antiviolencia) tienen justificación por su 
falta de claridad y consistencia, y esa incertidumbre que provoca su 
diseño y estructura hace que tampoco pueda visualizarse si una políti-
ca así tendrá viabilidad. 

b) Por otra parte, lo dicho en páginas anteriores sobre la realidad de la 
delincuencia, de la violencia, la inseguridad ciudadana, la impunidad 
y la corrupción —que, sin duda, se ha agravado y ha puesto en jaque 
a las tradicionales medidas de control— parece que aún no encuentra 
el eco necesario en quienes ahora corresponde tomar las decisiones 
político-criminales para poderla atender y enfrentar con seriedad. Con 
excepción de las medidas antes señaladas,28 que definitivamente se 
apartan de la propuesta inicial del nuevo Gobierno de impulsar una 
política de pacificación, de perdón, de amnistía y reconciliación  — 
como estrategia político-criminal frente al delito— todavía no se nota 
con claridad la intención de transitar hacia una política criminal más 
consistente y realista. En cambio, se observa que la idea de propiciar 
esos mecanismos pacificadores y prescindir del castigo está encon-
trando serias dificultades,29 porque las condiciones para ello no están 

28 Como la creación de la Guardia Nacional, la Fiscalía General de la República, 
el aumento del catálogo de delitos que merecen prisión preventiva oficiosa y otras 
medidas aisladas. 

29 Ciertamente, la idea de promover el perdón o la amnistía —al menos, para 
cierto tipo de delitos o para cierto grupo de personas— cuando se dice, por ejemplo, 
que “no habrá persecución de los políticos corruptos” o que para la “transformación 
de México” no se requiere enviar a la cárcel a los corruptos, o que “la guerra contra 
las drogas ya se acabó”, está cediendo ante las exigencias de la realidad. Parece que 
el Gobierno anterior, sin anunciarlo y sin proponerse con ello la “pacificación del 
país”, en su parte final decidió interpretar a su manera y aplicar la política criminal 
que el nuevo Gobierno ha querido implementar, de “perdonar” —de facto— a ciertos 
delincuentes, como los caracterizados como los “grandes corruptos” de la Admi-
nistración Pública, entre los que destacan: Javier Duarte (Veracruz), César Duarte 
(Chihuahua), Emilio Lozoya Thalmann (Odebrecht), Alejandro Gutiérrez (Chihua-
hua), Elba E. Gordillo (snte), J. Armando Hinojosa (Grupo Higa), Carlos Romero 
Deschamps (pemex), entre otros. Lo anterior, a pesar de las fuertes críticas y el se-
ñalamiento de que, para ello, se ha utilizado a la pgr como instrumento útil para 
abstenerse de iniciar investigaciones, solicitar cancelación de órdenes de aprehen-
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dadas en nuestra realidad, y tal vez la fuerza de los hechos sea lo que 
está determinando el eclecticismo que se está siguiendo. 

c) Es evidente que, atendiendo a esa realidad, por ahora resulta difícil 
—aunque fuese lo deseable— la idea de prescindir de la pena para 
quien transgrede la norma penal y comete un delito; por el contra-
rio, está encontrando serias dificultades, sobre todo cuando se trata 
de delitos violentos frente a los cuales las víctimasde ninguna manera 
quieren perdonar, sino que exigen justicia. 

d) Además, hablar de la “pacificación” y la “justicia transicional” — 
en el sentido de algunas realidades latinoamericanas—, tampoco se 
corresponde con lo que sucede en la realidad nacional, por lo que sus 
fundamentos y alcances no obedecen a una idea clara. 

e) Por lo anterior, después de ver los diversos tumbos o altibajos de 
la nueva política criminal, tanto la formalmente establecida como la 
que obedece a los cambios de humor y de clima, surge la necesidad 
de realizar un análisis detenido de la misma para saber qué es en se-
rio y qué es broma, o incluso qué es de buena fe y qué no lo es, en la 
nueva propuesta político-criminal. Solo así se podría desechar la idea, 
o confirmar el señalamiento, de que la nueva propuesta ha sido el pro-
ducto de meras “ocurrencias” o de “caprichos” sin sustento, que no se 
corresponde con la realidad que vive el pueblo mexicano. 

f) Lo anterior, con la finalidad de que se pueda hacer valer y reconocer 
que, desde el ámbito académico —es decir, de la teoría de la políti-
ca criminal y del derecho penal, así como de otras disciplinas afines, 
como la criminología— se pueden hacer aportaciones muy importan-
tes en esta materia para contribuir no solo a deshacer o enderezar en-
tuertos, sino a construir lo que podría traer como consecuencia una 
mejor forma de cumplir con la función gubernamental, para garantizar 
la protección de los bienes jurídicos más importantes frente al delito 

sión, cancelar procesos penales, promover sobreseimientos, abstenerse de gestionar 
la extradición, perdonar o retirar la imputación, entre otras. Y aun cuando ante los 
cuestionamientos contra la nueva tendencia político-criminal el nuevo Gobierno ha 
ido matizando los alcances de esa nueva política, es claro que al final está cayendo 
en los terrenos propios de la anterior. 
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y asegurar una vida más ordenada y pacífica en comunidad. Esto es, 
una mejor forma para diseñar y construir una política criminal y un 
sistema penal que, efectivamente, constituyan respuestas consistentes 
a las expectativas de la sociedad y a las exigencias del Estado demo-
crático de derecho. 

g) Mientras no se comprenda que el Estado fue concebido por el ser 
humano y que tiene como justificación o fin de sí mismo el proporcio-
nar a la nación una vida gregaria armoniosa, bienestar social, justicia 
social, salud, educación y promoción e impulsar el mejoramiento de 
todas las condiciones de vida del individuo, la crisis que actualmente 
se vive, será irresoluble. Y ello vale también para la crisis por la que 
hoy día atraviesan la política criminal y el sistema de justicia penal si 
se continúa arraigado a superados criterios del pasado y se sigue pen-
sando en que la única forma de enfrentar a la delincuencia es a través 
de las medidas represivas de carácter penal. Esto exige el esfuerzo de 
todos, pero sobre todo de los académicos especializados en la materia, 
para que conjuntamente se diseñe tanto una política social como una 
política criminal integral y, dentro de esta, un sistema de justicia penal 
que se correspondan con los signos de los tiempos, que partan de la 
consideración de la pluralidad socio-cultural y de las desiguales situa-
ciones de desarrollo y que realmente puedan garantizar la superación 
de la innegable crisis. 
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